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del Distrito Federal. Especialmente la renovación legislativa iniciada con la refor­
ma penal de 1971 y continuada con la Ley de los Consejos Tutelares, se ha integrado 
dentro del amplio programa de política penitenciaria del gobierno federal, cuyos 
designios fundamentales inquieren en la prevención del delito, la agilización del 
procedimiento penal y el tratamiento del delincuente. 

En el campo de la investigación jurídica Garda Ramírez ha realizado una labor 
también muy fecunda, especialmente en las áreas del Derecho penal -entre cuyas 
obras podemos mencionar La imputabilidad en el Derecho penal mexicano, México, 
UNAM, 1968, y Delitos en materia de estupefacientes y psicotr6picos, México, 
Ediciones Botas, 1971 (2. edición 1974-)--, del Derecho procesal penal ~El artícu­
lo 18 constitucional: prisión preventiva, sistema penitenciario, menores infractores, 
México, UNAM, 1967-- y sobre tndo del Derecho penitenciario -Asistencia a reos 
liberados, México, Ediciones Botas, 1966; Manual de prisiones, México, Ediciones 
Botas, 1970, y La refonna penal de 1971 ~ México, Ediciones Botas, 1971, que 
comprende los tres aspectos mencionados, 

Por la preparación y experiencia -saludable convergencia de teoría y práctica­
del autor, el Curso de Derecho procesal penal que ahora comentamos viene a 
enriquecer considerablemente la doctrina procesal penal mexicana. Desde el punto 
de vista de la teoría general del proceso, esta obra es la primera de la materia 
que, en México, logra recoger decididamente la sistematización que proporciona 
aquella disciplina general. De esta manera queda superada definitivamente la postura 
tradicionalista de algunos autores de Derecho procesal penal, que arguyendo la de­
fensa de la autonomía de esta rama procesal frente al Derecho procesal civil, la 
pretendieron mantener al margen de los avances de la Teoria General del Proceso, 
que en vez de limitar el estudio del enjuiciamiento penal, como pudiera peMarse 
desde el punto de vista tradicional, lo enriquece, tal como ocurre con las demás 
disciplinas procesales, y tal como lo prueba plenamente la nueva obra de GarcÍa 
Ramírez. 

La estructura del libro responde, a la vez, a la sistematizaci6n de la Teoría Ge­
neral del Proceso y a las características específicas del Derecho procesal penal. 
Dividido en 17 capitulas, enfoca sustancialmente los conceptos fundamentales del 
Derecho procesal y su desarrollo específico en el enjuiciamiento criminal mexicano. 

El proceso es considerado, en términos generales, en los tres primeros capítulos, 
concernientes, respectivamente, al proceso penal, el Derecho procesal penal y los siso 
temas de enjuiciamiento. En el primero se analiza el proceso como forma de solu­
ción imparcial del conflicto penal, frente a las otras formas de solución tanto parcia­
les como imparciales. De esta manera se destaca la necesidad de importancia del 
proceso penal, desde el punto de vista jurídico -·como instrumento de composición 
del litigio y político-- como manifestación específica "del carácter democrático o 
antidemocrático de una Constitución" (página 13), según la acertada cita de BettioL 
También el autor expone las diversas teorías sobre la naturaleza jurídica del proceso, 
acogiendo básicamente la tesis de la relación jurídica y recogiendo los elementos 
perdurables de la de la situación jurídica, y concluye el capítulo aludiendo a los 
presupuestos y excepciones procesales, tema que no había sido C'xaminado por la 
doctrina mexicana. 

En el capitulo segundo, GarcÍa Ramírcz precisa el contenido del Derecho pro­
cesal penal y sus relaciones con otras disciplinas jurídicas, entre las que se deben 
destacar, especialmente por el tratamiento a-certado del autor, las que conciernen 
al Derecho procesal civil y al Derecho penaL Por lo que se refiere a las relaciones 
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del Derecho procesai penal con el procesal civil, el autor hace un acuicioso aná­
lisis de sus diferencias, deslindando con precisi6n fiUS respectivos campos de es­
tudio. En relaci6n con el Derecho penal, resulta muy interesante el enfoque 
completo a los diversos aspectos de la tarea contra el delito, que comprende 
tanto las ciencias causales explicativas -criminología, política criminal, crimina­
listica y penoIogía~, como las disciplinas jurídicas -preventivas, come el Dere­
cho tutelar de menores infractores, y represivas, en las que deben ubicar~e, en 
general, el Derecho penal y el procesal penal, a los que hay que agregar, también, 
el Derecho penitenciario. En el mismo capítulo también se estudian las fuentes, 
aplicación, interpretación e integración del Derecho procesal penaL 

Por último, en lo que concierne al proceso, el autor destina el capítulo tercero 
a la exposici6n de los diversos sistemas de enjuiciamiento criminal, señalando 
los criterios que distinguen a los sistemas inquisitivo, acusatorio y rnixto, y haciendo 
una referencia general a su desarrollo hist6rico. Completa este capítulo, la exposi­
ci6n de las etapas, o quizá mejor corrientes, del desarrollo de la doctrina procesal. 

El cuarto capitulo debe ser considerado como un complemento de los anteriores, 
especialmente del primero, toda vez que, tomando como punto de partida la tesis 
de la relación jurídica, es dedicado al análisis general de los sujetos de la relaci6n 
procesal penal, tanto principales -juzgador, Ministerio Público, inculpado y defer­
sor-, como accesorios -actor y responsable civiles-. 

Los capítulos quinto y sexto se refieren respectivamente, a la jurisdicci6n y el 
juzgador, es decir, a la función jurisdiccional y a su titular. En el capítulo relativo 
a la jurisdicci6n, además de la determinación precisa de su contenido y su deslinde 
frente a las otras actividades públicas, resulta sumamente interesante el enfoque 
a los límites de la jurisdicción, especialmente los subjetivos, entre los que el autor 
distingue con acierto la inviolabilidad, la inmunidad y el enjuiciamiento privilegiado: 

La inviolabilidad sustrae al sujeto, de plano, al Derecho penal y, consecuente­
mente, al enjuiciamiento destinado a su aplicación. En cambio, la inmunidad 
plantea sólo un detenimiento transitorio de la jurisdicción, y el enjuiciamiento 
privilegiado se traduce en una interpolación en el procedimiento común (pá­
gina 91). 

De esta manera, por un Jado, se precisa la naturaleza de estas tres instituciones 
al ser ubicadas como límites subjetivos de la jurisdicción, y por otro, se evita el 
empleo de expresiones de muy variado significado, como "fuero" o "privilegio". 

En el capítulo destinado al estudio del juzgador, el sexto, GarcÍa Ramirez re­
cuerda a Caravantes, cuando reflexiona sobre la etimología de la palabra juez, 
"que viene de jus y dex, esta última contracción de vindex, de donde resulta que 
el juez es el juris vindex, o lo que es igual, el vindicador del Derecho" (página 
114). El autor explica la noción y clasificación de Jos órganos jurisdiccionales y 
subraya la importancia de las garantías judiciales. Expone en forma exhaustiva 
las atribuciones de los órganos jurisdiccionales, tanto federales como locales, ordina­
rios y especiales; la capacidild subjetiva de sus titulares y sus responsabilidades en 
los órdenes civil, administrativo y penal. Por último, al analizar los auxiliares del 
juzgador, destaca la importancia de las funciones de los secretarios, los peritos, 
las policías judicial y preventiva y la Dirección General de Servicios Coordinados 
de Prevención y Readaptación Social. 

El probleula de la acción y su titular en el proceso penal, el Ministerio Público, 
es estudiado en los capítulos séptimo y octavo. Garda Ramírez, después de exponet 
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brevemente las más importantes teorías sobre la naturaleza de la acción y de pun­
tualizar sus caracteres y los periodos procesales en que se ejerce, plantea el inte­
resante y debatido problema de su titularidad. Los principales argumentos de los 
especialistas que se han pronunciado en favor o en contra del monopolio acusador 
del Ministerio Público, son expuestos y analizados ampliamente por el autor. Las 
razones que este último expresa en favor del monop(,lio de la acusación pública 
son definitivamente convincentes; sin embargo, pensamos que el problema estriba 
no tanto en la titularidad de la arción penal, que por sus características propias 
requiere residir en un órgano público, sino sobre todo en el control que m ejer~ 

cicio exige, para que se encauce efectivamente dentro de un sistema de- lcgrdidad. 
Con acierto el autor, después de analizar los sistemas de control del ejercicio de 
la acción penal que existen en el Derecho comparado, considera necesario meditar 
y estudiar con profundidad el problema del control, para derivar de él \lna con~ 

c1usión firme. En este mismo capítulo tambi.én se contemplan los diversos su~ 

puestos de "extinción de la acción penal" -que como el propio expositor lo advierte, 
se refieren más bien a la pretensión punitiva-, la acumulación de acciones y la 
acción civil derivada del delito. 

La institución del Ministerio Público, "pieza fundamental en el proceso penal 
moderno", es objeto de análisis en el capitulo octavo. Aquí aborda Garda Ramírez, 
después de exponer la noción y la evolución histórica de dieha institución, el tema 
tan debatido del carácter de parte procesal del Ministerio Público y las peculiarida­
des que éste asume en el proceso penal. La explicación de las atribuciones del 
Ministerio Público no se circunscribe a la actuación de éste en el proceso penal, 
sino también comprende sus importantes funciones en la vigilancia de la legalidad, 
la consejería jurídica del gobierno y la representación judicial de la Federación. 
Sin duda, aparte de la averiguación de los delitos y el ejercicio de la acción 
penal, la atribución del Ministerio Público que cada día cobra más importancia, 
es la referente a la vigilancia de la legalidad, que se concretiza en varias activi­
dades, tendientes todas a dar vigencia real al principio de legalidad. 

En el mismo capítulo oCtavo se contempla la organización de las Procuradurías 
de la República y del Distrito, esta última tramformada por la nueva Ley Orgá­
nica de 1971, que añadió a sus atribuciones estrictamente jurídicas, otras de 

carácter social, como las de orientación social, legal y juvenil y la de asistencia 
a las víctimas del delilo. Al referirse a la intervención del Ministerio Público en 
los procesos civil y familiar, el autor subraya el deber de éste de vigilar la lcga~ 

lidad, especialmente para proteger los intereses de los menores: "Entre n050tros 
señala- cumple el Ministerio Público tareas que en algunos países se hallan 
confiados a otros organismos: así el Ministerio Pupilar de Argentina" (página 221). 

También conectado con el concepto de acción, si se considera la bilatf'ralidad 
de la instancia, se encuentra el tema referente al inculpado y el defensor, al que se 
alude en el capítulo noveno. Destaca aquí el estudio de la naturaleza del defensor 
en México. S¡n que se le pueda reducir a la figura dd abogado procurador o del 
representante judicial, pues no actúa siguieildo las instrucciones del inculpado, 
ni a la del abog<1.do patrono o asesor, ya que comparece directamente en juicio, 
la institución del defensor no ha sido delineada con precisión en México, pues afirmar 
-como lo hate Conzález Bustamantc-- que "posee una situación sui generis" () que 
cotiene propia personalidad" -según expresa Franco Sodi- no resuelve en definitiva 
el problema. Hay consenso, sin embargo, en señalar su importancia a la luz del 
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artículo 20, fracción IX, de la Constitución, que establece la garantia de libre 
defensa. 

Bajo el rubro de "Otros participantes en el proceso penal" J el autor estudia, 
en el capitulo décimo, las figuras del denunciante, el querellante, el ofendido, 
las "partes civiles" y el fenómeno de la pluralidad procesal subjetiva. En relación 
a la situación procesal del ofendido, Garcia Ramirez expone los argumentos tanto 
de los autores que niegan como de los que afirman su carácter de parte o de 
coadyuvante. Coincidimos con el autor cuando sostiene que el ofendido carece 
del carácter de parte en el proceso penal, con la salvedad del incidente de repa­
ración del daño exigible a tercero, que es de naturaleza civil aunque la pretensión 
derive de un ilícito penal. En el orden federal, incluso, el ofendido sólo puede 
comparecer ante el Ministerio Público, pero no directamente ante el juzgador. Sin 
embargo, en el orden distrital, toda vez que el ofendido sí puede comparecer 
directamente a probar y alegar ante el juez, y se encuentra legitimado para apelar 
la sentencia en 10 que atañe a la reparaClon del daño, si debe considerársele 
como un tercerista coadyuvante, que refuerza la posición acusadora del Ministerio 
Público. 

En el extenso capítulo XI se analizan los hechos y actos procesales y su regu­
lación en cuanto a la forma, el tiempo y el lugar, asi como las consecuencias de los 
actos defectuosos; las comunicaciones procesales, las resoluciones judiciales, las 
reglas para la celebración de las audiencias y los incidentes. Aquí se pone de ma· 
nifiesto el tratamiento sistemático de la actividad procesal penal, que propor­
ciona una visión clara y completa de su regulación jurídica. Al final del capítulo 
se alude a las consecuencias económicas de la actividad procesal penal, punto 
en el cual conviene recordar la necesidad de mejorar los sistemas de asistencia 
judicial gratuita, antiguamente basados en la idea ya superada de la "caridad" y 
cuyo verdadero fundamento actual debe ser la solidaridad social. Así como mediante 
la seguridad social se ha protegido a los trabajadores contra los riesgos derivados 
de las enfermedades y accidentes -problemas de salud-, también deberían de pro­
tegerse contra los riesgos de enfrentar un juicio de cualquier naturaleza ~proble­
mas judiciales-, ya que los sistemas de defensoría de oficio, por el poco número 
de defensores y su baja remuneración, no han funcionado satisfactoriamente. Otro 
problema interesante dentro de este mismo punto, es la situación del procesado 
que, después de haber sido privado de su libertad por la prisión preventiva, y obte 
niendo sentencia absolutoria. no recibe ninguna indemnización por el tiempo que 
permaneció sujeto a prisión. Razones de elemental justicia indican la necesidad 
de una indemnización suficiente en estos casos, tomando en cuenta la privación 
física y el daño moral causados por el proceso. 

El capítulo XII, referente a la prueba, contiene una aplicación sistemática de la 
teoría general de la prueba al proceso penal. Está claro que la naturaleza de la prue~ 
ha es la misma en el proceso penal que en cualquier otro tipo de proceso, si bien 
en cada uno presenta características específicas. Un tema que conviene puntuali~ 

zar, en relación con este capítulo, es el concerniente a la tradicional distinción 
entre verdad real, que sc considera como propia de la prueba en el proceso penal, 
y verdad fonnal, que normalmente es atribuida a la prueba en el proceso civil. En 
rigor, ningún proceso busca estrictamente la verdad, sino la certeza del juzgador 
acerca de los hechos discutidos, aunqLle lo deseable cs que esa certeza coineida 
con la verdad. Esta, además, no puede ser objeto de una clasificación que la considere 
"real" o "formal", ya que sólo puede existir la verdad, simplemente, sin mayor 
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calificativo; lo contrario nos conduciría a la sofisticación de la verdad, y en última 
instancia, a su negación. Lo que ocurre -como lo ha puntualizado CarIo Fumo 
en su Contributo alta teOTia della prava legale, Padova, 1940, pp. 20 y 21- es 
que 10 que en el proceso se busca es la certeza y 10 que varía es el procedimiento 
para alcanzarla: cuando la certeza se adquiere con libertad, y según la apreciación 
razonada del juzgador, como generalmente sucede en el proceso penal, se trata 
de una "certeza histórica judicial"; al contrario, será "certeza histórica legal", cuando 
existen limitaciones legales para lograr el cercioramiento del juzgador y éste ha de 
valorar los medios de prueba conforme a un sistema tasado o de tarifa legal, como 
suele ocurrir en el proceso civil, sin perjuicio de que la tendencia actual, aun en 
el propio proceso civil, se dirija a eliminar esas limitaciones y a permitir la 
apreciación razonada del juzgador. 

El desarrollo procedimental del proceso penal mexicano es estudiado en el ca­
pitulo XIII, tanto en su forma ordinaria como en la sumaria, e"ta última introdu­
cida con las reformas de 1971 al Código de Procedimientos Penales del Distrito 
Federal. El desarrollo de la etapa de averiguación previa y la primera fase de la 
instrucción, sin embargo, son comunes a ambos procedimientos. La separación 
ocurre a partir del auto de formal prisión, de sujeción a proceso y concierne a la 
segunda fase de la instrucción y a la etapa de juicio. Desde la exposición de la etapa 
de averiguación previa, García Ramírez reitera la importancia de uno de los fines 
específicos del proceso penal: la individualización de la personalidad del justiciable, 
a la que hay que agregar "la indagación en torno a ciertos extremos de la perso­
nalidad de la víctima": "Conocimiento del delincuente y del ofendido son, por ende 
-afirma-, piezas maestras en la feliz conclusión del enjuiciamiento criminal" 
(página 355). 

El capítulo XlV contiene el tratamiento sistemático de las medidas cautelares 
en el proceso penal. De esta manera, el estudio de la detención, la prisión preventiva, 
la libertad provisional, el arraigo, el examen anticipado de testigos y otras insti~ 

tuciones similares, es ubicado con acierto bajo el rubro de las medidas cuate­
lares, que permite una mejor sistematización y la comprensión precisa de la natu­
raleza jurídica de estas medidas, cuya finalidad fundamental consiste es el asegura­
miento provisional de la ejecución del pronunciamiento jurisdiccional definitivo 
con que concluirá el proceso. Junto a las medidas cautelares mencionadas ante­
riormente, que pueden considerarse personales, también son e-xpucstas en este 
capítulo las reales, como el embargo, el depósito, el aseguramiento de objetos, 
etcétera. 

Dos extremos importantes se analizan (':1 el capítulo XV: la suspensión y la 
conclusión del proceso. En cuanto al primero, son estudiados exhaustivamente 
los supuestos en que se suspende el proceso penal. Del segundo, se contemplan 
las formas como puede concluir: el sobreseimiento y la sentencia. Al referirse a la 
cosa juzgada en materia penal, el autor sustenta un punto de vista interesante: ~i 
se considera que la sentencia penal condenatoria a prisión es un acto insusceptible 
de consentimiento tácito --lo que deja abierta la posibilidad del amparo--- y se 
toma en cuenta la existencia de un recurso de revisión extraordinario (Dma es el 
indulto necesario, "acaso quepa abrigar stria duda acerca de la existencia de la 
cosa juzgada material en el enjuiciamiento criminal mexicano" (página 440). 

La exposición del sistema impugnati\'o, realizada en el capítulo XVI, parte de la 
necesaria distinción entre los medios de impugnación -que son el género- y 105 

recursos ---que s6lo son una especie de aquellos. De-ntro de estos últimos, también 

DR © 1975, Facultad de Derecho de la UNAM



DR © 1975, Facultad de Derecho de la UNAM


	image000
	image001
	image002
	image003
	image004
	image005
	image006
	image007
	image008
	image009
	image010
	image011
	image012
	image013
	image014
	image015
	image016
	image017
	image018
	image019
	image020
	image021
	image022
	image023
	image024
	image025
	image026
	image027
	image028
	image029
	image030
	image031
	image032
	image033
	image034
	image035
	image036
	image037
	image038
	image039
	image040
	image041
	image042
	image043
	image044
	image045
	image046
	image047
	image048
	image049
	image050
	image051
	image052
	image053
	image054
	image055
	image056
	image057
	image058
	image059
	image060
	image061
	image062
	image063
	image064
	image065
	image066
	image067
	image068
	image069
	image070
	image071
	image072
	image073
	image074
	image075
	image076
	image077
	image078
	image079
	image080
	image081
	image082
	image083
	image084
	image085
	image086
	image087
	image088
	image089
	image090
	image091
	image092
	image093
	image094
	image095
	image096
	image097
	image098
	image099
	image100
	image101
	image102
	image103
	image104
	image105
	image106
	image107
	image108
	image109
	image110
	image111
	image112
	image113
	image114
	image115
	image116
	image117
	image118
	image119
	image120
	image121
	image122
	image123
	image124
	image125
	image126
	image127
	image128
	image129
	image130
	image131
	image132
	image133
	image134
	image135
	image136
	image137
	image138
	image139
	image140
	image141
	image142
	image143
	image144
	image145
	image146
	image147
	image148
	image149
	image150
	image151
	image152
	image153
	image154
	image155
	image156
	image157
	image158
	image159
	image160
	image161
	image162
	image163
	image164
	image165
	image166
	image167
	image168
	image169
	image170
	image171
	image172
	image173
	image174
	image175
	image176
	image177
	image178
	image179



